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“OBSERVACIONES y RECOMENDACIONES del consejo permanente al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos” 
El Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CP/doc.3984/05) fue presentado por el doctor Clare Roberts, Presidente de dicho Órgano, durante la reunión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del día viernes 15 de abril de 2005.

En el presente documento, la Secretaría de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos ha compilado el texto de la presentación del doctor Roberts, las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la CIDH (en forma de síntesis), así como las intervenciones textuales que las Misiones Permanentes presentaron por escrito a la Secretaría del Consejo Permanente entre el 15 de abril y el 10 de mayo de 2005.

I. PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE LA CIDH, POR PARTE DE SU PRESIDENTE, DOCTOR CLARE ROBERTS
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos,

Distinguidos representantes de los Estados miembros y observadores de la Organización,

Damas y caballeros,

Como Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”), tengo el placer de presentar el Informe Anual de 2004 de la Comisión a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente. En el día de hoy me acompañan el Secretario Ejecutivo y el personal profesional de la Secretaría.

El informe que hoy presentamos a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos fue aprobado por la Comisión en su 122 periodo ordinario de sesiones que tuvo lugar durante febrero y marzo de este año. El reporte fue preparado de conformidad con los lineamientos de la Resolución AG/RES. 331 (VIII-0/78) de la Asamblea General, y en observancia del Artículo 57 del Reglamento de la CIDH. El informe refleja las actividades generales de la CIDH bajo la presidencia del Dr. José Zalaquett. Complementaré la presentación de este informe con una presentación de powerpoint que incluye detalles acerca del sistema de peticiones individuales y la condición financiera de la Comisión.

Dentro del clima de logros y retos en la protección de los derechos humanos, la Comisión continuó representando en 2004 un importante foro para la defensa de la democracia y el avance de los derechos humanos en el hemisferio. Durante 2004, la Comisión continuó reflexionando acerca de formas para fortalecer el Sistema Interamericano como un mecanismo efectivo para enfrentar los crecientes retos y necesidades de la región en este aspecto. La Comisión reconoce que existen nuevos retos que atender, entre los que se encuentran la observancia por los Estados del estado de derecho y la efectiva protección de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Situación de los derechos humanos en 2004

Durante 2004, hubo avances positivos en áreas importantes de la protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del estado de derecho. Logros destacados incluyen el lanzamiento de un programa comprensivo nacional para asuntos de derechos humanos en México a nivel de las políticas públicas; la adopción de reformas constitucionales para erradicar la impunidad por violaciones de derechos humanos en Brasil; y la organización de un referendo en Venezuela, a pesar de las condiciones de extrema polarización política. 

Entre las tendencias prometedoras de 2004 estuvieron los esfuerzos continuos para poner fin a la impunidad por violaciones de derechos humanos en décadas pasadas. Los hechos más relevantes fueron la persecución del ex-dictador chileno Augusto Pinochet en Chile por las atrocidades cometidas durante la dictadura militar y la publicación de un informe profundo que abarca los incidentes de encarcelamientos políticos y tortura durante dicha dictadura; la eliminación de varios obstáculos legales que impedían la persecución judicial en caso de “desapariciones” y otras violaciones de derechos humanos en Argentina; la creación de una Comisión de la Verdad en Paraguay; reconocimientos de responsabilidad internacional por violaciones graves de derechos humanos por Guatemala y Perú en casos ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y la firma de acuerdos comprensivos de soluciones amistosas en casos de desapariciones forzadas que ocurrieron en la guerra civil de Honduras. Importantes avances legales tuvieron lugar en 2004, tales como la reafirmación en Estados Unidos del derecho a revisión judicial cuando ciudadanos calificados como combatientes enemigos son arrestados por cargos de terrorismo y la posibilidad de reapertura de investigaciones criminales basadas en decisiones de organismos internacionales. 

Sin embargo, estos avances significativos han tenido lugar en un contexto en donde crisis políticas, económicas y sociales predominantes en varios países, que amenazan el estado de derecho y los procesos de fortalecimiento democrático en el hemisferio. El deterioro de las condiciones económicas y sociales en varios países ha provocado demostraciones populares masivas que usualmente son reprimidas con un uso excesivo de la fuerza por parte de la policía, y en muchos casos, intensifican la inestabilidad política. Haití estuvo envuelto en una grave crisis constitucional en medio de violencia política creciente, mientras las condiciones económicas existentes continuaron deteriorándose. En Ecuador, la remoción y despido de un número de magistrados de la Suprema Corte, jueces del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo Electoral ha traído profunda preocupación sobre el funcionamiento efectivo de las instituciones que son clave en el estado de derecho y el respeto del principio de separación e independencia de poderes. La corrupción, un fenómeno esparcido por la región, continúa impidiendo la construcción de sociedades democráticas y transparentes. Más aun, la vasta mayoría de los Estados no ha atendido las causas y consecuencias producidas por la exclusión social y la discriminación basada en etnia, clase social, raza y género. En este mismo sentido, la Comisión nota que los elevados índices de pobreza y la extensiva desigualdad prevaleciente en la región continúan limitando el efectivo disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, y afectan negativamente la observancia de muchos derechos civiles y políticos. 

De igual forma, el crimen y la inseguridad ciudadana alcanzaron proporciones alarmantes en varios países durante 2004. En muchos países, la inseguridad generada por los elevados índices de criminalidad y la creciente inigualdad llevaron tanto a los gobiernos como a los pueblos a mostrar un más elevado nivel de tolerancia hacia los métodos represivos empleados por la policía. En este contexto, la tortura y el uso excesivo de la fuerza son herramientas comúnmente usadas por las fuerzas de seguridad en muchos países de la región. 

Debido a esta realidad y contexto, es necesario que la Comisión reflexione acerca de cómo responder más efectivamente a los problemas mencionados. Este proceso de reflexión fue ya iniciado por la Comisión y continuado a lo largo de 2004, motivado por un extraordinario periodo de sesiones en México que se beneficio con la presencia de jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como también de importantes representantes de agencias gubernamentales y de organizaciones de la sociedad civil de la región. La Comisión desea agradecer especialmente al gobierno de México por la invitación a auspiciar este periodo extraordinario de sesiones. El proceso ha sido guiado por ciertas premisas básicas, entre las cuales están la necesidad de crear consenso en lo relativo al fortalecimiento del Sistema Interamericano de derechos humanos a través de un acercamiento de participación que incluya a todos y cada uno de los actores asociados con el sistema y el fortalecimiento de los mecanismos efectivos dentro de la Comisión, tales como las relatarías temáticas. La Comisión entiende, mas aun, que este proceso de reflexión debe incluir un análisis de sus roles político y de promoción en el futuro y defina la forma de responder a las situaciones de violaciones graves de derechos humanos en forma rápida y efectiva. 

Más aun, este ejercicio de reflexión debe llevar a sobrepasar uno de los problemas endémicos y urgentes que afectan a la Comisión: las limitaciones presupuestarias. Con el paso de los años, la Comisión Interamericana ha asumido responsablemente sus varios mandatos encargados a ella por la Asamblea General y Cumbres de las Ameritas, que reconocen y reafirman su legitimidad y su importante rol para los Estados. Existe una necesidad urgente para identificar medidas que lleven a un presupuesto y recursos aumentados a fin de que la Comisión continúe cumpliendo con su mandato y tareas asignadas. 

Finalmente, la Comisión considera que a fin de asegurar el cumplimiento comprensivo de sus funciones y mandatos, debe haber completa independencia y suficiente autonomía en aspectos administrativos, financieros y políticos, lo cual es indispensable para una organización internacional. 

Estructura y resumen del Informe Anual 2004

El Informe Anual está dividido en tres volúmenes, de los cuales los dos primeros se refieren al trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y el tercero contiene el informe del Relator Especial para Libertad de Expresión de la Comisión. 

Siguiendo la práctica iniciada en 1999, el Capítulo I del Informe Anual 2004 está dedicado a una evaluación de la situación de derechos humanos en el Hemisferio, y los mayores obstáculos para el disfrute de esos derechos. Al comienzo de mi presentación, subrayé muchos de los asuntos tratados en el Capitulo I de su Informe Anual.

El Capítulo II ofrece una breve introducción sobre los orígenes y bases legales de la Comisión y describe las principales actividades realizadas por la Comisión durante el año. En este orden, el Capitulo subraya las actividades llevadas a cabo durante sus dos periodos ordinarios de sesiones y su periodo extraordinario de sesiones. Como mencioné anteriormente, en el tiempo transcurrido entre los periodos ordinarios de sesiones de la Comisión Interamericana, se celebró una sesión conjunta con jueces de la Corte Interamericana y con personal de su Secretaría, en Ciudad de México, durante su 120 periodo extraordinario de sesiones. En esa ocasión, se trataron diversas cuestiones de interés para ambos organismos, prestando consideración particular en formas de fortalecer el Sistema Interamericano de derechos humanos, un proceso de reflexión en que la Comisión ha continuando involucrando la participación de otros actores en el hemisferio. 

El Capítulo II también describe las visitas in loco y las visitas especiales y de promoción, así como otras actividades desarrolladas por la Comisión durante el año y las actividades de la Comisión en relación con la Corte Interamericana de Derechos Humanos y durante el periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA en junio de 2004 en Quito, Ecuador.

Los miembros de la Comisión Interamericana y representantes de sus relatorías temáticas llevaron a cabo varias visitas durante el año. Atendiendo invitaciones de los Estados correspondientes, la Comisión realizo visitas a Argentina, Bolivia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Nicaragua. La Comisión Interamericana también visitó Colombia atendiendo la invitación de la Misión Para Apoyar el Proceso de Paz en Colombia (“Misión MAPP/OEA”). La Relatoría sobre los Derechos de la Mujer visitó Guatemala atendiendo una invitación del gobierno del Presidente Oscar Berger, en donde participó en reuniones con altos funcionarios del gobierno, organizaciones de la sociedad civil y el sector académico a fin de recaudar información sobre la situación de los derechos de la mujer y la violencia contra la mujer. Los relatores sobre derechos del niño y de las personas privadas de libertad y el Fondo de Naciones Unidas para la Niñez llevaron a cabo una visita conjunta a El Salvador, Guatemala y Honduras donde recopilaron información sobre la situación de los niños, niñas y adolescentes envueltos en pandillas y las condiciones de vida de las personas privadas de la libertad. Deseo aprovechar esta oportunidad para expresar el agradecimiento en nombre de la Comisión a los gobiernos de los correspondientes Estados por su cooperación para alcanzar los objetivos trazados durante las visitas en 2004.

En relación con ciertas visitas conducidas antes y durante 2004, la Comisión publicó varios reportes concernientes a la situación de derechos humanos en algunos Estados miembros. En fecha 18 de marzo de 2004, la Comisión publicó su “Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Venezuela”, el cual examina los aspectos de administración de justicia, el rol de las fuerzas armadas y la policía, el estado de la libertad de expresión y las consecuencias de la polarización política en Venezuela, luego del golpe de Estado del 11 de abril de 2002 y la reinstalación del Presidente Hugo Chávez en fecha 14 de abril de 2002. En fecha 22 de marzo de 2004, la Comisión presentó su informe “Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala”. El informe analiza el actual estado de la administración de justicia y el estado de derecho en Guatemala y hace recomendaciones al Estado Guatemalteco en aspectos como el acceso a la justicia, seguridad ciudadana, el estado actual de la libertad de expresión, y la situación de los defensores de derechos humanos, pueblos indígenas, mujeres y niños. En fecha 29 de diciembre de 2004, la Comisión publicó su “Informe sobre el Proceso de Desmovilización en Colombia”, como un seguimiento a la visita de la Relatora y el Secretario Ejecutivo respondiendo a la invitación del Consejo Permanente de la OEA, como se describió anteriormente.

Más aun, a lo largo de 2004, miembros de la Comisión y de la Secretaría participaron en numerosas conferencias internacionales, talleres y sesiones de entrenamiento sobre la protección internacional de derechos humanos y temas relacionados. El Relator de la Comisión para Haití visitó y participó en seminarios en San Kitts y Nevis, Jamaica, Antigua y Barbuda, Barbados, Belice, Haití y Trinidad y Tobago. La Relatoría Especial sobre Derechos de los Pueblos Indígenas continuó asesorando el Grupo de Trabajo del Consejo Permanente de la OEA encargado de la preparación de un Proyecto de Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas y emitió una recopilación de la publicación “Jurisprudencia sobre Derechos de los Pueblos indígenas en el Sistema Interamericano”. La Relatoría Especial de la Niñez concluyó su programa de fortalecimiento, desarrollado conjuntamente con el Banco Interamericano de Desarrollo, al conducir once talleres en varios países del Hemisferio, y la publicación de un texto titulado “Los Derechos del Niño en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”.

La Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias continuaron participando activamente con el grupo de trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA responsable del desarrollo de un programa Interamericano para la protección de los derechos humanos de los migrantes. El Relator Especial sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad participó en numerosas conferencias incluyendo el Segundo Congreso Mundial contra la Pena de Muerte en Montreal, Canadá, en septiembre y visitó un número de cárceles en varios países del Hemisferio.

Quiero hacer una mención especial del curso interdisciplinario sobre el Sistema Interamericano de Derechos Humanos para funcionarios oficiales, en colaboración con el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en San José, Costa Rica. La Comisión desea aprovechar esta oportunidad para agradecer a los Estados Miembros y sus representantes que participaron en ese ejercicio de entrenamiento. Continuaremos con este esfuerzo con un curso de seguimiento para Estados Miembros Caribeños. Como saben, esta iniciativa sale de nuestros talleres de entrenamiento para miembros de las Misiones Permanentes, organizados por nuestra Secretaría en Washington, D.C.

A través de 2004, la Comisión también continuó su trabajo relativo a la situación de los defensores de derechos humanos en la región. En ocasión de la fecha 10 de diciembre de 2004, Día de los Derechos Humanos, el Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para los Defensores de Derechos Humanos, el Relator Especial para los Defensores de Derechos Humanos de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y el Secretario Ejecutivo de la Comisión, emitieron una declaración reconociendo a la Unión Europea por la adopción de sus Lineamientos sobre Defensores de Derechos Humanos como una importante herramienta de protección para activistas que promueven los derechos humanos ante un grave riesgo personal y reconociendo los principales retos por resolver en relación con la protección de los defensores alrededor del mundo. La Comisión participó también en numerosos intercambios con la sociedad civil y con los Estados y continuó entrenando las unidades de defensores de los Estados Miembros. Reconoce la creación en Brasil de un grupo de trabajo para elaborar un programa nacional de protección para de defensores de derechos humanos. La Comisión trabaja muy de cerca también con la unidad de defensores del Sistema Africano. 

En conclusión, la Comisión ha cumplido con todos los mandatos que le fueron asignados por la Asamblea General y la Cumbre de la Américas. Sin embargo, varias de estas actividades fueron desarrolladas por la Comisión a través de contribuciones voluntarias y fuentes de externas de financiamiento, debido a recortes continuos al presupuesto regular de la Comisión. En este sentido, nosotros queremos enfatizar una vez más, la necesidad de los Estados miembros de cumplir con sus compromisos de aumentar el presupuesto regular de la Comisión a fin de que ésta pueda continuar cumpliendo con sus crecientes responsabilidades y mandatos. 

El Capitulo III, el más largo del informe, contiene las decisiones de la Comisión respecto a quejas sobre violaciones de derechos humanos en los Estados miembros de la Organización. El capítulo también incluye estadísticas correspondientes al trabajo de la Comisión, resúmenes de medidas cautelares adoptadas o ampliadas por la Comisión durante el año 2004, y una visión general del seguimiento de las recomendaciones de la Comisión sobre decisiones publicadas desde el 2001. 

En el periodo bajo análisis, la Comisión publicó un total de 65 informes, incluyendo 45 informes de admisibilidad de peticiones, 9 informes de inadmisibilidad de peticiones, 3 informes de soluciones amistosas y 4 informes de fondo. En el mismo periodo la Comisión otorgó un total de 37 medidas cautelares de acuerdo al artículo 25 de su Reglamento, a fin de prevenir daño irreparable a las personas. Asimismo, durante el año 2004, la Comisión recibió un total de 1329 peticiones individuales e inició el trámite de 160 de las mismas, de las que resultaron un total de 1021 casos y peticiones individuales tramitadas por la Comisión en el año 2004. Asimismo, la Comisión refirió un total de 12 casos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Todo esto se logró como resultado de los incansables esfuerzos del pequeño grupo de personal de la Secretaria Ejecutiva y los miembros de la Comisión. Estas circunstancias imponen una presión considerable en la Secretaria Ejecutiva, en su intento por manejar esta carga de casos en incremento y los crecientes mandatos de la Comisión en otras áreas con un presupuesto que se mantiene constante o que incluso es recortado en términos reales. 

La fortaleza del Sistema Interamericano de protección de los derechos humanos depende del cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión, las decisiones de la Corte y las medias urgentes de protección. Como se observa en la tabla en la parte D del capitulo III, varios Estados han dado cumplimiento a las recomendaciones de manera total o parcial. Por otro lado hay muchos casos excepcionales en los que los Estados involucrados aun deben implementar, de manera plena, las recomendaciones emitidas. En este sentido, es importante reiterar la obligación de los Estados Miembros de hacer el mayor esfuerzo posible a fin de cumplir de buena fe con las recomendaciones de la Comisión.

El Capítulo IV del Informe Anual de 2004 contiene el análisis de las situaciones de derechos humanos en Colombia, Cuba y Haití. Como indiqué anteriormente, la información del Informe Anual refiere sólo los eventos ocurridos durante el año 2004. Sin embargo, desde diciembre de 2004, ha habido nuevos e importantes desarrollos respecto de los países analizados en el Capítulo IV, algunos de los cuales remarcaré en mis comentarios hoy. Adicionalmente, en el Capítulo V la Comisión evalúa las medidas tomadas en cumplimiento de las recomendaciones presentadas por la Comisión en sus informes sobre Justicia e Inclusión Social: los Retos de la Democracia en Guatemala y el Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Venezuela, ambos publicados en 2003.  

Respecto a Colombia, la Comisión reconoce los esfuerzos hechos por el Estado a fin de terminar con la violencia generada por el conflicto armado como un objetivo de fundamental importancia para la paz, estabilidad y gobernabilidad, compartido por el gobierno y la sociedad civil. Sin embargo, la Comisión debe reiterar su preocupación respecto al impacto del conflicto armado sobre la población civil y en especial, los grupos vulnerables como los indígenas, afro descendientes y comunidades desplazadas, así como los ataques y amenazas contra defensores de derechos humanos y líderes de sindicatos sociales y laborales.

A pesar del compromiso de cese de hostilidades y desmovilización en varias áreas del país por parte de algunos líderes de Autodefensas Unidas de Colombia, la violencia paramilitar contra civiles continúa.  Al respecto, la Comisión debe subrayar que hasta ahora, el proceso de desmovilización ha avanzado sin el apoyo de un marco legal comprehensivo que clarifique las condiciones de desmovilización para personas responsables de violaciones de derechos humanos o su relación con el proceso de paz y recomienda la adopción de un marco legal comprehensivo que establezca condiciones claras para la desmovilización de grupos armados ilegales de acuerdo a las obligaciones internacionales del Estado. Este marco legal debe clarificar la situación de aquellos que se han unido a los procesos de desmovilización colectiva e individual. Más aun, se deben establecer mecanismos genuinos de participación, en condiciones seguras para las víctimas del conflicto, así como asegurar el acceso a la verdad, justicia y reparación.

Respecto a Cuba, la Comisión nota que se han reportado desarrollos positivos por parte de órganos especializados en derecho internacional de los derechos humanos, tales como la alta calidad en el sistema sanitario, lo que juega un rol decisivo en la reducción de la mortalidad infantil y el incremento de la esperanza de vida de la población; bajas tasas de analfabetismo y el alto porcentaje de mujeres empleadas en el sector público.  La Comisión, sin embargo, continua recibiendo información sobre la seria situación de derechos humanos en el país, incluyendo las malas condiciones de los detenidos, la inobservancia de derechos humanos claves como aquellos relacionados a los derechos laborales, la libertad de asociación y expresión, los derechos de las mujeres, el derecho de movimiento y residencia, la justicia y las garantías al debido proceso.

De acuerdo con la información recibida por la Comisión durante su 119° Periodo de Sesiones, las personas privadas de libertad en Cuba están sujetas a condiciones abusivas y generalmente son confinadas en celdas que están sobre pobladas. Por otro lado, la Comisión recibió información durante 2004 de 19 casos donde los derechos de trabajadores y líderes laborales han sido violados, desde actos agresivos llevados a cabo por la Policía Nacional Revolucionaria hasta disparos a líderes protegidos por el status independiente de sindicatos comerciales. La Comisión también fue informada de represión y violaciones contra mujeres consideradas disidentes u opositoras al gobierno. La Comisión también nota que el Estado Cubano continúa rehusándose a reconocer el derecho de sus ciudadanos a salir y retornar al país y a difundir todo tipo de información e ideas.

En su Informe Anual la Comisión reitera su seria preocupación por la situación de derechos humanos en Haití. El año 2004 ha sido testigo de cambios dramáticos en el panorama político de Haití, que incluyen la partida del Presidente Jean Bertrand-Aristide a finales de febrero, seguido de un violento golpe de Estado, la instalación de un gobierno transitorio en marzo y la llegada de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en junio. Las actividades de la Comisión en Haití en el año 2004 fueron necesaria y fuertemente influenciadas por estos hechos, incluyendo una visita del Relator para Haití de la Comisión en septiembre para reunirse con miembros del Gobierno transitorio y evaluar la situación de derechos humanos. En base a sus actividades relacionadas con Haití este año, la Comisión aun está muy preocupada por la falta de protección y garantías para los derechos humanos básicos de la población, incrementada por la alarmante situación de seguridad, la falta de personal de las fuerzas policiales nacionales suficientemente entrenado, la impunidad respecto de abusos de derechos humanos cometidos con anterioridad y las violaciones sistemáticas de los derechos humanos de grupos vulnerables, incluyendo mujeres, niños, defensores de derechos humanos y periodistas y la violencia por motivos políticos. Los problemas sociales fundamentales que han plagado el país de manera consistente, tales como la pobreza extrema, una alta tasa de analfabetismo y la malnutrición, constituyen grandes barreras a la protección de los derechos humanos en Haití.

Durante su visita en septiembre, la Comisión tomó cuenta a través de los funcionarios del gobierno transitorio de que los derechos humanos juegan un rol central en su trabajo. Sin embargo, desde entonces la Comisión ha sido testigo de un mayor deterioro de las condiciones en Haití, el que se debe mayormente a un aumento de la violencia por parte de grupos armados y pandillas, secundado por la falla del gobierno y la asistencia internacional al brindar seguridad a la población en todo el país. La Comisión continuará monitoreando la situación en Haití y ofreciendo su asistencia al gobierno y a su población durante el año que viene.  La Comisión también alienta a la comunidad internacional a continuar apoyando a Haití en los varios retos que enfrenta, particularmente en el contexto de las elecciones venideras a finales de 2005.

Respecto a Guatemala, durante el 2003 la Comisión preparó un informe titulado: Justicia e Inclusión Social: los Retos de la Democracia en Guatemala después de la visita in loco al Estado en marzo del mismo año. En su informe la Comisión presenta sus observaciones, conclusiones y recomendaciones sobre la situación de derechos humanos en Guatemala, particularmente respecto a la administración de justicia y seguridad ciudadana, así como la situación de los defensores de derechos humanos, pueblos indígenas, mujeres, niños y libertad de expresión. En el 2004 la Comisión ha notado y reconoce varios gestos por parte del Gobierno de Guatemala como ejemplos claros de su voluntad de implementar una agenda efectiva de derechos humanos. Estos esfuerzos incluyen los pronunciamientos del Presidente Oscar Berger en el aniversario de la presentación del Informe del Comité de Clarificación Histórica el 25 de febrero de 2004, al disculparse, en nombre del Estado de Guatemala con las víctimas del conflicto interno armado, así como su reconocimiento de responsabilidad internacional en los casos de la Masacre de Plan de Sánchez, la desaparición forzada de Marco Antonio Molina Theissen y la ejecución de Jorge Carpio Nicolle, entre otros. 

Respecto al progreso en cuanto a la implementación de las recomendaciones al Estado presentadas en el Informe de 2003, es importante resaltar los esfuerzos del Estado y el Poder Judicial, en sus esfuerzos para la modernización y capacitación para combatir la impunidad en cuanto a los abusos de derechos humanos actuales y pasados; al diseñar un plan nacional para combatir la violencia y mejorar la coordinación de los órganos de seguridad nacional; la creación de una Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas de Guatemala; pasos para mejorar el marco legal e institucional para superar las formas históricas de discriminación y violencia contra las mujeres y el mejoramiento de las condiciones para el ejercicio de la libertad de expresión, entre otros. Asimismo, la Comisión nota que en algunas áreas no han mostrado un progreso notable, tales como la falta de recursos humanos, infraestructura y equipamiento necesario para llevar a cabo las tareas de la Policía Civil Nacional de prevenir e investigar crímenes; la falta de progreso en las investigaciones judiciales de violaciones de derechos humanos cometidas contra pueblos indígenas durante el conflicto armado; la falta de investigación, procesamiento y sanción de aquellos responsables de la violencia contra las mujeres a pesar del crecimiento alarmante del número de homicidios y los continuos asaltos a los periodistas y un monopolio de facto de la televisión, entre otras áreas de preocupación. 

El 29 de diciembre de 2003 la Comisión aprobó el Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Venezuela. En dicho Informe la Comisión se enfocó en temas relacionados con la administración de justicia, los derechos humanos, la sociedad civil, la seguridad del Estado, el derecho a la vida y al trato humano, la libertad de expresión y pensamiento y las libertades sindicales. La Comisión hizo una serie de recomendaciones con la intención de asistir al Estado venezolano en su obligación de asegurar el pleno disfrute de los derechos y libertades protegidas por la Convención Interamericana de Derechos Humanos para las personas sujetas a su jurisdicción. El análisis de cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión Interamericana en su Informe sobre Venezuela revela que el clima de violencia y de tensión social y política ha disminuido durante el 2004. La Comisión Interamericana reconoce los esfuerzos realizados por el Estado y la sociedad civil para buscar canales de diálogo dentro del marco del respeto del estado de derecho y los derechos humanos. Adicionalmente, la Comisión Interamericana se complace al recibir la información presentada por el Estado respecto a iniciativas llevadas a cabo para diseñar e implementar un programa de seguridad pública que respete los parámetros para garantizar y respetar los derechos humanos.

No obstante la Comisión sigue preocupada respecto a la posición adoptada por el Estado respecto a las recomendaciones de la Comisión y su tendencia a rechazar cualquier pregunta bajo el argumento de que infringe su soberanía nacional.  Más aun, entre los aspectos principales que limitan el disfrute efectivo de los derechos humanos están las continuas dudas respecto a la independencia e imparcialidad del poder judicial; la impunidad que resulta de la falta de una investigación seria e imparcial de las violaciones de derechos humanos, la consecuente falta de sanción a aquellos responsables y la falta de indemnización a las víctimas; la persistencia de la parapolicía que opera en varios estados del país; y la aprobación de leyes o sentencias que contravienen los parámetros del sistema interamericano de protección de derechos humanos. La Comisión también expresa su mayor preocupación por el alto porcentaje de jueces y fiscales provisionales que han sido nombrados, una situación que afecta seriamente el derecho a un sistema de justicia adecuado. La Comisión también reitera su preocupación respecto a la situación de riesgo y estigmatización sufrida por los defensores de derechos humanos en Venezuela, así como por el clima de hostilidad que enfrentan las organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos.

 El informe de seguimiento consecuentemente nota que desafortunadamente varias de las recomendaciones no han sido implementadas y recuerda al Estado sus obligaciones de cumplir de buena fe con sus obligaciones internacionales de derechos humanos. La Comisión ofrece su cooperación y asistencia al Estado venezolano dentro del ámbito de su competencia, para reforzar sus esfuerzos en cuanto al cumplimiento.

El Capitulo V del Informe de 2004 de la Comisión contiene el Sexto Informe de Progreso de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, el que establece los parámetros de las principales actividades realizadas en esta área durante 2004. El Informe revisa la jurisprudencia del sistema interamericano así como la política y prácticas relacionadas a los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias.

Como en los informes de años pasados, el Relator Especial para la Libertad de Expresión preparó su informe de 2004 en el tema, el mismo que constituye el Volumen III del Informe Anual. De acuerdo al mandato de la Comisión el informe cubre los temas y las actividades que fueron prioritarias para la Relatoría durante el año, incluyendo la evaluación del estado de la libertad de expresión en el hemisferio, un resumen de la jurisprudencia sobre libertad de expresión del Comité de Derecho Humanos de las Naciones Unidas y jurisprudencia interna de los Estados Miembros, un informe sobre acceso a la información en el hemisferio, un informe acerca del impacto de la concentración de la propiedad en los medios de comunicación social, un informe sobre las expresiones de odio y la Convención Interamericana de Derechos Humanos y el tema de “Leyes de Desacato y Difamación Criminal”. Asimismo, durante 2004, la Oficina del Relator Especial publicó una serie de materiales y libros a fin de promover la libertad de expresión en las Américas, incluyendo el libro Acceso a la Información en las Américas, bajo el auspicio de PRODECA y la Agencia Sueca de Cooperación Internacional para el Desarrollo (SIDA). 

Finalmente, los anexos del Informe Anual contienen información respecto al estado actual de las convenciones y protocolos de derechos humanos adoptados dentro del marco del sistema interamericano, así como las copias de los comunicados de prensa emitidos por la Comisión durante el 2004 y los discursos pronunciados a nombre de la Comisión. 

Conclusión

Sr. Presidente, Sres. Representantes, estimados colegas, damas y caballeros,

Para terminar, quisiera enfatizar que el apoyo de los Estado miembros y su colaboración con el trabajo de la Comisión son cruciales para asegurar la genuina efectividad del sistema interamericano en la protección de los derechos humanos. En el 2004, tal como en años anteriores, la Comisión ha presentado un informe comprehensivo y detallado respecto a la situación de derechos humanos en el hemisferio. Sin embargo, las páginas de este informe no tienen ningún efecto sin el compromiso de parte de los Estado miembros y los órganos políticos de la Organización para enfrentar los problemas y retos identificados por la Comisión. Como lo ha enfatizado la Comisión en varias ocasiones y tal como lo han reconocido los propios Estados miembros, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se encuentra en extrema necesidad de recursos adicionales. La ausencia de financiamiento adecuado para los mandatos encargados a la Comisión y a la Corte Interamericana pone a todo el sistema en peligro, y es por esto que es imperativo que los gobiernos tomen medidas concretas para asegurar que los recursos estén a disposición de los dos órganos a fin de que puedan llevar a cabo sus funciones de manera efectiva e independiente.  En esta ocasión, quisiera agradecer a todos los países y patrocinadores que, con sus contribuciones han hecho posible el trabajo de la Comisión durante el 2004: Argentina, Brasil, Costa Rica, Estados Unidos, México, Finlandia, La Comisión Europea, Francia, Dinamarca, España y Suecia. 

Finalmente, quisiera expresar mi aprecio por el sentido de profesionalismo y dedicación de nuestro Secretario Ejecutivo y del personal administrativo y profesional de la Secretaria por su trabajo incansable en el apoyo de los derechos humanos. Los Comisionados están orgullosos del trabajo profesional realizado por la Serenaría Ejecutiva, bajo el liderazgo del Dr. Cantón en circunstancias extremadamente difíciles y dentro de la total extensión de sus capacidades y la apoyamos de todo corazón. 

La Comisión también renueva hoy su compromiso de trabajar con los Estados miembros en cumplimiento de su mandato de defender la dignidad humana a través de la protección y promoción de los derechos humanos. A nombre de la Comisión, quiero agradecer a los Estados miembros por el apoyo que han brindado a la Comisión en su constante esfuerzo de honrar el compromiso común de supervisar el ejercicio de los derechos humanos de toda persona en el hemisferio. 

Para concluir, déjenme mostrarles ahora algunas diapositivas que ilustran algunos de los temas presentados hoy.

II. SÍNTESIS DE LAS OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS AL INFORME ANUAL DE LA CIDH
/
Las delegaciones presentes en la reunión se pronunciaron especialmente sobre los siguientes aspectos:
a. Agradecimientos y respaldo

Las delegaciones agradecieron los constantes esfuerzos y los resultados alcanzados por la CIDH en la promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio, especialmente en aquellos países en donde se presentan situaciones más delicadas. Adicionalmente reafirmaron su respaldo a toda la labor que cumple la CIDH.

También agradecieron la presentación del Informe Anual de la CIDH correspondiente al año 2004 por parte del doctor Clare Roberts, así como el diagnóstico realizado con respecto a la situación general de los derechos humanos en el Hemisferio.

b. Aspectos procedimentales

Períodos de sesiones / audiencias: hicieron un llamado para que tanto la CIDH como la Corte Interamericana de Derechos Humanos dialoguen y coordinen la programación de sus períodos de sesiones y de audiencias en forma tal que no se crucen y que tampoco queden cercanos, esto con el fin de que los funcionarios gubernamentales responsables de hacer seguimientos a los casos que se tramitan ante ambos órganos, cuenten con tiempos razonables para poder concentrarse adecuadamente en cada litigio.
Medidas cautelares: expresaron la prioridad de sus gobiernos por cumplir con las medidas cautelares dictadas por la CIDH, pero también manifestaron su preocupación por la forma en que la CIDH ha otorgado o dejado de otorgar medidas cautelares en ciertos casos y por la tendencia en la expedición de medidas cautelares colectivas, cuyo cumplimiento se hace difícil debido a que no es fácil determinar el número o la identidad de las personas objeto de la protección.
A continuación el doctor Roberts expresó que la CIDH hace todos los esfuerzos posibles por ser muy transparente en este y todos los aspectos que le atañen, y que le interesaba compartir con los otros Comisionados las observaciones que los Estados Miembros tengan sobre el proceder de la CIDH. Señaló asimismo, que de los cuadros presentados puede observarse que la CIDH estudia detenidamente y se ciñe a estrictos criterios para el otorgamiento de cada medida cautelar.
Soluciones amistosas: agradecieron el incremento en el uso de este mecanismo para llegar a acuerdos entre las partes.
Plazos: recalcaron la necesidad de que los casos sean notificados a los Estados Miembros en forma más expedita y oportuna.

c. Incremento en el número de casos

Con respecto al incremento de número de casos que se tramitan en su contra, algunas delegaciones manifestaron que lo observaban como una muestra clara de que la labor de la CIDH está siendo ampliamente divulgada, con lo cual el ingreso de nuevos casos es una manifestación del respaldo de los Estados al sistema interamericano de derechos humanos. Otras delegaciones por su parte, se mostraron preocupadas por el posible detrimento de la situación de los derechos humanos en algunos países del Hemisferio.

d. Formato, contenido y presentación del Informe Anual
Solicitaron a la CIDH estudiar la posibilidad de cambiar el formato de su informe anual, para permitir un manejo más ágil de dicho documento.

Solicitaron a la CIDH no utilizar ejemplos en los que se recalquen situaciones particulares en materia de derechos humanos en un país determinado, ya que esto puede afectar involuntariamente la reputación de algunos países en particular, en cuestión de derechos humanos en particular.

Agradecieron que al presentar el Informe Anual de la CIDH correspondiente al año 2004, en el marco de esta reunión de la CAJP, se hubiese ilustrado a las delegaciones con gráficos que permiten apreciar más fácilmente algunos aspectos estadísticos de fundamental importancia para los Estados Miembros.
e. Proceso de Reflexión sobre el Sistema Interamericano de Derechos Humanos:
Solicitaron al Presidente de la CIDH que dicho órgano formule una lista con los principales elementos que debe contener este proceso.

Señalaron la importancia de que haya consenso en los planteamientos que sobre este tema presenten los diferentes órganos del sistema.

Expresaron que los primeros pasos para el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos son la universalización y el incremento de recursos para que los órganos puedan ampliar sus trabajos en la promoción de los derechos humanos en el Hemisferio.

Opinaron que este proceso es fundamental en la determinación del futuro del sistema.

Rechazaron que a partir de este proceso se altere la autonomía de los Órganos.

Llamaron la atención con respecto a que la CIDH no puede llegar a tener un papel político, pues de acuerdo con la Carta de la OEA su trabajo debe ceñirse a la promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio. Agregaron que la OEA no puede alcanzar un estatus supranacional en esta materia, convirtiéndose en garante de los derechos humanos, ya que este papel le corresponde a los propios Estados Miembros. Insistieron en concentrar los esfuerzos en la permanencia y el fortalecimiento del sistema interamericano.

Sugirieron que la CIDH atienda en los países del CARICOM otros aspectos, a parte del de la pena de muerte, debido a que algunos Estados Miembros de la región sienten que la  CIDH concentra sus esfuerzos en dicho tema en particular. Explicaron que hay mucho más trabajo por hacer en otras áreas, como por ejemplo el lograr más sensibilización a nivel de las organizaciones de la sociedad civil.

f. Reformas legislativas e institucionales

Varias delegaciones comentaron sobre los logros alcanzados por sus gobiernos en materia de reformas legislativas e institucionales, como parte de sus esfuerzos por asegurar la adecuada protección de los derechos humanos en los países.

Agradecieron en ese sentido las recomendaciones formuladas por la CIDH, mismas que han inspirado muchas de estas reformas. También solicitaron a la CIDH que les continúe prestando la asesoría que precisan en estos trabajos.

Una de las delegaciones mencionó el caso particular de su país, en donde atendiendo recomendaciones del órgano pertinente de la ONU, se esta estableciendo un programa nacional de derechos humanos.

g. Financiamiento para el adecuado financiamiento de la CIDH
Expresaron su preocupación por el constante incremento en los casos que se tramitan por la CIDH, los cuales se asignan a un número de abogados que no ha aumentado proporcionalmente.

También señalaron que los propios Estados Miembros no deberían seguir dando nuevos mandatos a la CIDH a través de las resoluciones de la Asamblea General, en tanto no incrementen los recursos financieros en forma tal que permitan su adecuado funcionamiento en términos de los mandatos actuales y la respuesta oportuna a las  nuevas exigencias.
Insistieron en la meta de logar el financiamiento de la CIDH a través del fondo regular (exclusivamente).

Hicieron llamados para que todos los Estados Miembros realicen más contribuciones voluntarias.

Adicionalmente el doctor Roberts agradeció a los Estados Miembros sus contribuciones voluntarias ya que en ellas se apoya la CIDH para lograr metas que no le es posible lograr con los recursos que recibe del fondo regular. Agregó que este año, existe la misma preocupación en la CIDH sobre la cual alertaron el año pasado, es decir, que el presupuesto asignado a la CIDH no alcanza para realizar su segundo periodo ordinario de sesiones y audiencias.
h. Cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH

Reafirmaron su compromiso con el cumplimiento de las decisiones de la CIDH. Una de las delegaciones describió como su gobierno había dado cumplimiento inmediatamente, a unas medidas cautelares solicitadas durante una visita de la CIDH a su país.
Los esfuerzos que hacen los Estados en este aspecto también fueron agradecidos por el doctor Roberts.

i. Asesoría a los Estados Miembros

Sugirieron que la CIDH encuentre un mecanismo para que los abogados de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH puedan compartir con delegados de los Estados Miembros que hacen seguimiento a los temas y casos considerados por dicho Órgano, las mejores prácticas y experiencias sobre temas que no necesariamente estén vinculados con sus países.

j. Apoyo del personal de relatorías de la CIDH a trabajos en el marco del Consejo Permanente
Manifestaron sus agradecimientos por el papel fundamental que, como especialistas en los temas, juegan el personal de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH que trabaja paras las relatorías sobre Pueblos Indígenas y sobre Trabajadores Migrantes y sus Familias, en el apoyo efectivo de las labores de los Grupos de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos que tienen los correspondientes mandatos específicos.
Resaltaron igualmente las significativas contribuciones que hacen ambas relatorías a la promoción de sus temas a nivel Hemisférico.

Con respecto a la situación de los migrantes, se solicitó a la CIDH que estudie las consecuencias que genera el establecimiento de grupos paramilitares que están  asumiendo la tarea de controlar flujos migratorios en los Estados Miembros.

k. Derechos de los Afrodescendientes y sobre la Discriminación Racial
Las delegaciones expresaron su aprecio por la decisión de la CIDH de establecer una relatoría especial sobre los Derechos de los Afrodescendientes y sobre la Discriminación Racial.
Una de las delegaciones expresó que el problema de la discriminación racial tiene varias aristas, siendo una de ellas la atención que el poder judicial de cada país le otorga a los casos en que se denuncia. En ese sentido describió como en su país, constantemente, los jueces son acusados por los peticionarios de lentitud en el manejo de los casos en estas materias, así como de la violación de las garantías previstas en la Convención Americana. Agregó que su gobierno está en la tarea de capacitar a los jueces para que trabajen observando los compromisos adquiridos mediante de la Convención. Expresó igualmente, que en su concepto, no puede responsabilizarse exclusivamente a la jurisdicción doméstica por esta problemática, sino que debe también atenderse el problema político interno que existe a nivel de todas las ramas del poder público. Finalizó resaltando el compromiso de su gobierno por mejorar las condiciones de las personas y grupos vulnerables, y todas las minorías.

l. Libertad de expresión y acceso a la información pública
Subrayaron la importancia que tienen estos derechos para la vida diaria de los ciudadanos, la consolidación de las democracias y la gobernabilidad, así como la implementación de medidas que aseguren la transparencia de las actividades del Estado como una contribución a los esfuerzos en la lucha contra la corrupción, entre otros aspectos.

Algunas delegaciones mencionaron los esfuerzos que a nivel legislativo se están realizando en sus países para hacer efectivo el respeto a estos derechos.

Insistieron igualmente en el papel responsable (que con actuaciones transparentes) deben tener los medios de comunicación en los países del Hemisferio. Hicieron referencia a algunos casos en los que percibieron que los medios de comunicación instigaban al desacato y la violencia.
m. Nuevos desafíos en materia de derechos humanos en el Hemisferio

Varias delegaciones resaltaron la importancia que tiene para los ciudadanos del Hemisferio, el que los gobiernos garanticen la inclusión social y los derechos económicos, sociales y culturales, como elementos determinantes del goce de los derechos humanos tradicionalmente protegidos.

n. La situación de los derechos humanos en Cuba

Una delegación manifestó su desacuerdo con que la CIDH presente denuncias sobre la situación de los derechos humanos en Cuba, por haber sido dicho país excluido de la Organización. Expresó que Cuba no cuenta con la posibilidad de responder a dichas denuncias, lo cual está en contra del principio jurídico del debido proceso.

Sobre el particular el doctor Roberts explicó que la posición de la CIDH con respecto a Cuba es que dicho país sigue estando obligado a los compromisos adquiridos mediante la Convención Americana sobre Derechos Humanos y que por tanto la CIDH continuará informando al respecto.

Varias delegaciones manifestaron su apoyo a la posición de la CIDH. 

Otra delegación agregó que las denuncias de la CIDH constituyen un llamado de atención fraterno y que es importante que todos los ciudadanos del Hemisferio sepan que hay un foro interamericano en donde se exponen las más graves violaciones de derechos humanos y que todos los gobiernos están sujetos a críticas en este sentido.
o. Uso de los mecanismos interamericanos de protección de los derechos humanos por parte de funcionarios de antiguas dictaduras

Una de las delegaciones expresó su preocupación con respecto a que la CIDH y cualquier órgano de protección de derechos humanos del sistema interamericano, tomen decisiones a favor de altos funcionarios de dictaduras ya depuestas, lo cual en su momento legitimaría los procedimientos irregulares que llevaron a dichas personas a ocupar cargos delicados dentro los gobiernos nacionales. Agregó que quienes lleguen a cargos de poder estando vinculados a agentes violadores de derechos humanos, no pueden permanecer al  volver la democracia y que no pueden contar con una estructura que los respalde al cesar la dictadura, pues ello implicaría la prolongación o supervivencia del sistema dictatorial. Esta delegación hizo un llamado para que los procesos de recuperación democrática sean apoyados por la CIDH.

p. Sesión conjunta de la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en México (Julio de 2004)

Insistieron en su solicitud del 26 de octubre de 2004 de que se publique y distribuya un informe sobre la sesión conjunta que además contenga las conclusiones generales del 120 Período de Sesiones de la CIDH celebrado en México del 19 al 23 de julio de 2004.

q. Capacitación de funcionarios estatales

Aplaudieron la realización del Primer Curso Especializado para Funcionarios de Estado sobre Utilización del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en San José de Costa Rica, en marzo de 2005.
Adicionalmente el doctor Roberts anunció la celebración de un próximo seminario orientado a los Estados Miembros de la región del CARICOM. 
r. Formas alternativas de promoción de la labor de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos

A solicitud de una delegación, la CIDH considerará la posibilidad de participar en las Asambleas Modelo de la OEA que se realizan cada año con estudiantes de diferentes Estados Miembros del Hemisferio.
III. OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS AL INFORME ANUAL DE LA CIDH (INTERVENCIONES TEXTUALES)
INTERVENCIóN DE LA MISIóN PERMANENTE DE COLOMBIA

Señor Presidente:

En primer lugar agradecemos la presencia del Presidente de la Comisión, doctor Clare Roberts y extendemos nuestro reconocimiento a todos los demás Comisionados y a la secretaría ejecutiva por la preparación y elaboración del informe anual, que constituye un gran esfuerzo teniendo en cuenta los recursos humanos y materiales con que cuenta la Comisión.

En esta oportunidad queremos reiterar nuestro apoyo al sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos y al mantenimiento del diálogo constructivo con la Comisión, por lo cual, en primer término manifestamos nuestro agradecimiento a la doctora Susana Villarán, Relatora para Colombia y a los abogados que siguen nuestros temas.

En los informes anuales de la CIDH a la Asamblea General se ha recogido la práctica de incluir un aparte dedicado exclusivamente a las medidas cautelares, teniendo en cuenta que no sólo se ha incrementado el número de las mismas sino que cada vez tienen mayor trascendencia y en el caso de Colombia han provocado que el Estado se movilice de diversas formas para hacerlas efectivas. Colombia, es consciente de su obligación de cumplir de buena fé las obligaciones contraídas internacionalmente a través de los tratados, que incluye precisamente la de acatar las recomendaciones de la Comisión (Art. 26 y 31 Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) y por lo mismo siempre ha estado atenta a responder a las solicitudes de medidas cautelares y en general a las recomendaciones que formula la Comisión. 

Las medidas se pueden otorgar tanto a favor de personas individualmente como a favor de de comunidades enteras, miembros de organizaciones, integrantes de sindicatos, y a otros grupos indeterminados de personas. Hemos observado que esta tendencia ha aumentado en el caso de Colombia y a este respecto debe tenerse presente por parte de la Comisión que el Estado enfrenta grandes retos y tiene mayores limitaciones, por lo mismo es importante que se hayan valorado los adelantos del programa sobre protección a comunidades en riesgo del Programa Presidencial para los Derechos Humanos y el Ministerio del Interior. 

Pero, por otra parte, el número de medidas otorgadas no refleja el número de sujetos beneficiarios de las mismas cuando se trata de medidas colectivas. Estas medidas colectivas se han otorgado incluso en países que no enfrentan la situación interna de Colombia, y también han sido concedidas como medidas provisionales ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  En muchas ocasiones es posible identificar a los beneficiarios al momento de implementar las medidas, en otros esto no ha resultado tan fácil para el Estado y de ahí se derivan consecuencias indeseables en cuanto a la no efectividad de las medidas o simplemente a la imposibilidad de implementarlas por completo. Este contexto debe ser entendido por la Comisión y consideramos vemos que no se refleja en el informe.

El decreto de medidas por parte de la Comisión basado en la información que recibe resulta de carácter general, es decir, se limitan a solicitar al Estado: “Adoptar las medidas necesarias para proteger la vida…de…”, “Concertarlas con los peticionarios y beneficiarios”, “Informar sobre las acciones adoptadas para poner fin a los hechos que justificaron la adopción de medidas” o “para investigar los hechos”, etc. O sea que es en la instancia nacional y en conversación y coordinación de las entidades responsables con los peticionarios y/o beneficiarios que las fórmulas o maneras de aplicar las medidas, se concretan y que pueden resultar en acciones judiciales, o administrativas, etc. 
Cuando se presentan dificultades, en la práctica la Comisión no se ha mostrado muy dispuesta en cuanto a sugerir vías novedosas, medidas concretas y específicas, etc. Este trabajo en realidad se ha dejado en manos de las partes y de ahí que en ocasiones el Estado se vea desorientado frente a las solicitudes de los peticionarios o beneficiarios, frente a cuya pertinencia o viabilidad la Comisión no se pronuncia. En este sentido es necesario solicitar un papel más activo a la Comisión para que se involucre mucho más en estos aspectos prácticos y guíe a los peticionarios y al Estado sobre medidas concretas.  

Estos obstáculos se han hecho evidentes durante las audiencias que últimamente la Comisión lleva a cabo para tratar el tema de medidas cautelares específicas. Si bien el reglamento de la Comisión no lo prevé expresamente, la Comisión está llevando en la práctica la celebración de audiencias para tratar sobre las medidas cautelares (Según el artículo 62 del Reglamento las audiencias versan sobre peticiones o casos). No obstante, Colombia ha atendido las audiencias pues considera que este escenario es muy importante y ante la indicación de los problemas, las imprecisiones y los obstáculos que encuentra el Estado, la Comisión puede allí ofrecer salidas o posibles vías, puesto que dentro de los objetivos del sistema interamericano está el de fortalecer los sistemas nacionales de protección de los derechos humanos y esto tiene incidencia directa en la eficacia de las medidas.

En los comentarios al informe de la CIDH correspondiente al año 2003 se manifestó algo que hoy queremos reiterar: “Consideramos adecuado que un mecanismo tan crucial como el de las medidas cautelares se mantenga dentro de parámetros estrictos para proteger su efectividad. El Gobierno colombiano siempre ha ejecutado las medidas cautelares sin cuestionar su pertinencia u oportunidad y considera necesario que se otorguen y se mantengan en los casos en los que exista riesgo de daños irreparables a la vida o la integridad física de las personas; la falta de rigurosidad en este aspecto podría resultar en un abuso o uso inadecuado del mecanismo”.

El informe contiene un capítulo corto dedicado a estadísticas y gráficas. En ocasiones como durante los talleres de la Comisión con los Representantes de los Estados, la CIDH ha mencionado el hecho de que las solicitudes y peticiones que llegan a la CIDH son siempre mayores en número al de las efectivamente otorgadas, este dato estadístico aparece en los informes anuales, pero no aparece el correspondiente a las medidas cautelares solicitadas y efectivamente otorgadas. Vemos que hoy se nos han entregado una serie de cuadros nuevos que incluye el de medidas cautelares solicitadas y otorgadas, que resulta de mucha utilidad y por lo tanto nos permitimos sugerir que se incluya en el texto del Informe.

Igualmente, creemos importante que se presente un cuadro sobre medidas colectivas y número de personas cobijadas cuando es posible individualizarlas, en consideración al aumento que han venido teniendo. 

En lo que se refiere al volumen II del Informe, el Gobierno considera de gran valor el que se reconozcan los avances en las medidas que ha adoptado el Estado con la puesta en marcha del “Programa de Protección de Comunidades en Riesgo”, que ya mencionamos e igualmente, el que se resalten los esfuerzos por continuar con el “Programa de Protección de defensores de derechos humanos, sindicalistas, periodistas y líderes sociales” a cargo del Ministerio del Interior, y que implica un esfuerzo enorme en términos logísticos y presupuestales para el Estado. 

Mediante nota 10314 de 24 de febrero pasado, el Estado presentó sus observaciones al proyecto de informe de capítulo IV,  sin embargo en la versión final del mismo, muchas de dichas observaciones no fueron acogidas. En consecuencia, nos permitiremos reiterar los principales aspectos en los que nos apartamos de las apreciaciones de la Comisión: 

1.
Sobre el Capítulo titulado “El Conflicto Armado y sus consecuencias sobre la población civil”: El informe en el párrafo 13 indica que el proceso de negociación con los grupos de autodefensa presenta vacíos y ambigüedades en los términos del Decreto 128 de 2003 que generan falta de claridad en el alcance de los beneficios procesales a los que tendrían derecho los desmovilizados e inseguridad jurídica para todas las partes involucradas.

El Gobierno, reiteradamente ha afirmado que el Decreto 128 de 2003 es claro en cuanto a sus ámbitos de aplicación y en relación con el alcance de los beneficios procesales para los desmovilizados.  Este Decreto dispone “que las personas desmovilizadas bajo el marco de los acuerdos con las organizaciones armadas al margen de la Ley o en forma individual podrán beneficiarse en la medida que lo permita su situación jurídica, de los programas de reincorporación socioeconómica que para el efecto establezca el Gobierno Nacional” y el artículo 13 establece los beneficios jurídicos  “para aquellos integrantes de grupos armados al margen de la Ley que hallan manifestado su voluntad de abandonar dicho grupo” y que cumpliendo con estos requisitos sean certificados por el Comité Operativo para la Dejación de la Armas- CODA-, (Art 12 Numeral 4 del Decreto). 

La Honorable Comisión insiste en que el proceso de desmovilización debe estar acompañado de garantías de respeto de las obligaciones internacionales del Estado, y consideramos que en efecto lo está. Si se observa, el artículo 21 del Decreto 128 establece las CONDICIONES para la entrega de beneficios, y en su párrafo segundo señala:“no gozarán de ninguno de los beneficios señalados quienes estén siendo procesados o hayan sido condenados por delitos que de acuerdo a la Constitución Política, a la Ley o a los tratados Internacionales suscritos y ratificados por Colombia no puedan  recibir esta clase de beneficios”. 

Es así, que el espíritu de este Decreto responde a las mismas motivaciones de la Ley 782 de 2002 que en su artículo 19 establece que las disposiciones de concesión de beneficios a miembros de grupos armados no se aplicaran. “… a quienes realicen conductas constitutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, terrorismo, secuestro, genocidio, homicidio cometido fuera de combate o colocando a la víctima en estado de indefensión”.
En este contexto, no compartimos el que la Comisión afirme que la legislación nacional que se está aplicando es vacía y ambigua como lo hace en el párrafo 8 del informe. Por el contrario, la legislación es clara al impedir la concesión de beneficios jurídicos tales como el indulto, la suspensión condicional de la pena, la cesación del procedimiento, la preclusión de la instrucción o la resolución inhibitoria, para personas desmovilizadas que estén siendo procesadas o hayan sido condenadas por crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad.

También, la Honorable Comisión en el párrafo 10 indica que “el proceso ha avanzado sin el respaldo de un marco legal que clarifique las condiciones bajo las cuales se desmovilizan personales responsables por la comisión de crímenes o su relación con el proceso de pacificación”.

Al respecto, es preciso señalar que desde los inicios del proceso con las autodefensas, el Gobierno presentó a la consideración del Congreso una propuesta de marco legal para los miembros de los grupos armados al margen de la ley que hayan incurrido en crímenes atroces, y manifestó su disposición e interés en que dicha propuesta fuera ampliamente discutida y pudiera ser enriquecida con los aportes de distintos sectores. El gobierno ha sido consciente de la importancia que reviste para la sociedad colombiana en su conjunto la expedición de una ley que pueda favorecer, de manera acorde con los parámetros internacionales de verdad, justicia y reparación la pacificación del país, y ha estado convencido de la necesidad de concitar elevados niveles de consenso para estos fines.  

El Gobierno quisiera que la comunidad internacional tomara nota del proceso de debate amplio y del procedimiento abierto que ha precedido la adopción del mencionado marco jurídico y por otro lado de las declaraciones del Presidente en el sentido de que el marco jurídico será ampliamente concertado para asegurar su legitimidad y que este marco debe ser equilibrado y de aplicación universal para todos los miembros de grupos armados ilegales que se acojan a procesos de desmovilización. En este momento el proyecto de ley se encuentra en discusión en el Congreso de la República. 

A la vez, el gobierno también ha sido consciente de la relevancia de fortalecer el proceso con las autodefensas a partir de la desmovilización de sus miembros, lo cual, de una parte significa menos hombres en armas y, en consecuencia, menos posibilidades de violencia contra la población, y, de otro, contribuye a constatar la voluntad de paz de estos grupos. En ese sentido no se puede minimizar la desmovilización de más de tres mil miembros de estos grupos durante el año 2004, a lo que la Comisión solo se refiere en el párrafo 13 como “el Gobierno avanzó considerablemente durante el año 2004 en términos de la desmovilización de varios bloques” 

En otro aspecto, es de extrañar que a la Honorable Comisión, al tiempo que alude al proceso de paz con los grupos de autodefensa no haga referencia al esfuerzo gubernamental por confrontarlos en el plano militar. Esta confrontación se ha traducido en un incremento del 51% en las capturas de miembros de los grupos de autodefensa (de 3.166 miembros de grupos de autodefensa capturados en el año 2003 a 4.772 en 2004), en tanto que las bajas aumentaron un 61% (de 346 en 2003 a 558 en 2004). En este sentido, cabe reiterar que la recuperación de la seguridad de todos los ciudadanos en Colombia es un mandato constitucional que el gobierno está en el deber de cumplir, bien sea a través del dialogo útil o bien a través del uso legítimo y controlado de las armas en manos de las instituciones.
2.
En cuanto al capítulo sobre pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes: En cuanto a los efectos de la violencia sobre la población civil, la Comisión asevera en el párrafo 18 que  “Durante el año 2004 continuó agravándose la situación de violencia que aqueja a los pueblos indígenas de Colombia”. El gobierno ha reconocido que la situación de estos pueblos continúa siendo muy grave y que es preciso seguir haciendo esfuerzos para su superación; pero de la información disponible puede inferirse que existen señales de mejoría en la situación, reflejadas en una disminución importante (60%) de los homicidios de indígenas al pasar de 211 en 2003 a 85 en 2004. En cuanto a secuestros, en el año 2003 fueron secuestrados 39 indígenas mientras que durante en 2004 fueron secuestrados 31, registrándose una disminución de 21% con respecto al año anterior. Ha habido capturas importantes que evidencian la lucha contra la impunidad de hechos punibles en contra de las comunidades indígenas como la captura, el 10 de octubre de 2004, de un líder de las autodefensas que operan en el departamento de la Guajira, se trata de José María Barros, alias Chema Balas, implicado como autor intelectual de la masacre de Bahía Portete perpetrada contra los indígenas Wayú y que causó un desplazamiento masivo de miembros de esa comunidad indígena.  La única información que reproduce la Comisión de la aportada por el Estado es la referente a la disminución de los homicidios. 

En algunos párrafos del informe, como en el 25, la Comisión parece confundir situaciones e instituciones de los pueblos indígenas con los de las comunidades negras. En el párrafo citado se señala a continuación de sus referencias a los pueblos indígenas, las afectaciones a sus “consejos comunitarios”, que se traduce, entre otros aspectos, en amenazas por la deforestación y la siembra de la palma africana. Hasta donde tenemos conocimiento, estas amenazas han sido denunciadas por las comunidades negras y no por los indígenas. Así mismo, es propio de la organización de las comunidades negras los consejos comunitarios que se construyen con ocasión de los territorios colectivos, mientras que los indígenas se organizan mediante cabildos para ejercer la autoridad en los resguardos. 

3.
En relación con el capítulo de sindicalistas y líderes sociales: La Comisión en el párrafo 30, hace referencia a la muerte de Eduardo Prieto Chamucero y Héctor Alirio Martínez, en el departamento de Arauca. La Comisión se limita a indicar que dará seguimiento al debido esclarecimiento ante la justicia ordinaria de las muertes resultado del accionar de agentes del Estado y cita en pié de página las alegaciones de los peticionarios de medidas cautelares. Sin embargo, omite aludir a la actuación de los distintos organismos del Estado que se produjo a continuación del hecho de que se trata. En efecto, la investigación penal fue asumida por la justicia ordinaria y de manera inmediata se desplazó al lugar de los hechos una comisión judicial, con el fin de iniciar las labores respectivas. De dicha comisión hicieron parte la Personería de Saravena y el Procurador Judicial de ese mismo municipio, en representación del Ministerio Público. Dentro de la investigación penal se ordenó la detención preventiva de un oficial, un subteniente y un soldado profesional del Ejército Nacional, al igual que de un civil; dichas órdenes de captura se hicieron efectivas. Se constituyó la Agencia Especial  del Ministerio Público en esta investigación.  Se admitieron 4 de demandas de parte civil. En materia disciplinaria, el Despacho del Procurador General de la Nación adelanta indagación preliminar contra miembros del Ejército Nacional. Estos avances no se mencionan en el informe, ni siquiera en un pie de página. 

 

4.
En cuanto a los defensores de derechos humanos:

En el párrafo 34 la Honorable Comisión, manifiesta que continúa recibiendo denuncias sobre el empleo de los llamados “montajes judiciales” con el fin de perjudicar o acallar a defensores de derechos humanos. Al respecto, es importante recordar a la Comisión, que, tal y como se le informó en las pasadas audiencias, en lo que atañe a las detenciones presentadas en el departamento de Arauca que se han  presentado como caso emblemático de persecución a defensores de derechos humanos, la Procuraduría General de la Nación, organismo de control independiente del Ejecutivo, solicitó a los órganos judiciales en su papel de Ministerio Público confirmar las medidas de aseguramiento y proferir resoluciones de acusación. Estos hechos muestran que los procesos no obedecen a montajes judiciales sino a la investigación de un presunto involucramiento de miembros de estas organizaciones con actividades ilegales, por parte de las autoridades correspondientes. Esto fue ampliamente argumentado y demostrado por el Estado en las audiencias y sin embargo no se recoge en el informe. La actuación de la Procuraduría en estos casos se menciona por la Comisión pero sin ninguna conclusión, parece que no tuviera la misma importancia que las denuncias sobre los supuestos montajes. No consideramos, que haya base en el informe y mucho menos argumentos sólidos o pruebas que lleven a la Honorable Comisión a afirmar que “el poder punitivo del Estado y su aparato de justicia no deben ser manipulados con el fin de hostigar a quienes se encuentran dedicados a actividades legítimas”. Las investigaciones judiciales en los casos citados, repetimos, han obedecido a la investigación de presuntos hechos punibles y no se surten en razón de la calidad de defensores de los investigados. Preocupa que se señale el uso del poder punitivo del Estado supuestamente para hostigar a organizaciones defensoras de derechos humanos desconociendo las realidades procesales en estos casos. Tampoco ha afirmado el Gobierno que esta es una práctica generalizada en estas organizaciones.

De otra parte, el Gobierno reitera que su política de expresar con transparencia y en público las observaciones a las declaraciones, comportamientos, e informes de las organizaciones no gubernamentales no puede tomarse como una amenaza o aumento del riesgo para estas organizaciones; ello sólo refleja el debate político en las circunstancias que vive el país y que es legítimo en una sociedad democrática. Se han generado espacios de interlocución y concertación con organizaciones no gubernamentales de derechos humanos y no existe una política para perseguir judicialmente a las ONG. Por el contrario, en un Estado democrático y pluralista, debe haber respeto por las organizaciones y los defensores de derechos humanos, y esto es básico en un país como Colombia, donde las sugerencias, los aportes, y las críticas han representado un aporte al debate público. Esta delegación ha participado activamente en el proceso de aprobación de la resolución sobre Defensores en el marco de la CAJP y ha copatrocinado el proyecto de resolución presentado por México. 

5.
Respecto a la Administración de justicia: 

Llama poderosamente la atención que la Honorable Comisión se refiera extensamente y manifieste sus preocupaciones sobre un proyecto de Ley, el Acto legislativo No.2 del año 2003 conocido como “Estatuto Antiterrorista”, que fue ampliamente debatido y finalmente declarado inexequible por la Corte Constitucional el 30 de agosto de 2004. Es decir que no existe. Además, en el párrafo 45, en relación con la sentencia de la Corte Constitucional que declaró la inexequibilidad, la Comisión afirma que “con posterioridad a esta decisión, autoridades del Gobierno se pronunciaron sobre la necesidad de adelantar una reforma judicial a fin de limitar las competencias de la Corte Constitucional, inter alia, en materia de control de constitucionalidad de los estados de excepción”. No se cita la fuente de esta afirmación y no conocemos ningún pronunciamiento de autoridades de gobierno en el sentido señalado en el informe en el párrafo 45. Es preciso reiterar que el gobierno ha acatado ésta y todas las  decisiones de la Corte Constitucional, como corresponde en un Estado de Derecho como el de Colombia. 

En general, tratándose el Capítulo IV de un informe sobre país, es curioso que no se mencionen las reducciones de hechos como secuestros (35%) y actos de terrorismo (44%). Por otra parte, también se puede constatar una disminución de los ataques a la infraestructura, en lo que atañe a torres de comunicaciones (89%), torres de energía (63%), puentes (79%) y acueductos (67%), que tampoco es mencionada. En este sentido, agradeceríamos que la Honorable Comisión revisara los criterios de valoración de cifras y conceptos de diversas fuentes o por lo menos ampliara su análisis de las cifras y datos que aporta el Gobierno.

De otra parte, queremos aprovechar esta oportunidad para felicitar a la Relatoría para la Libertad de Expresión por el volumen III del informe, que por su extensión y contenido ha cobrado un mayor valor dentro del Informe Anual de la Comisión. Saludamos también la visita oficial que en la semana del 25 de abril estará haciendo a Colombia el doctor Eduardo Bertoni. 
Igualmente, queremos reiterar el apoyo de Colombia a las iniciativas que se dirigen a fortalecer el sistema y la participación activa de esta delegación en el debate sobre el sistema, sus órganos, la aplicación de los reglamentos, las necesidades presupuestarias, etc. En este sentido, nos sería de mucha utilidad conocer las conclusiones a que llegaron la Corte y la Comisión en la sesión extraordinaria celebrada en México durante el 2004, en la cual entre otros temas, los órganos reflexionaron sobre la situación presupuestaria, la supervisión del cumplimiento de decisiones y el papel de la Comisión ante la Corte.
En lo que respecta a los periodos de sesiones, solicitamos comedidamente a la Comisión que junto con la Corte revisen sus cronogramas de manera que en lo posible no coincidan los periodos de audiencias, para Colombia esto ha significado un gran esfuerzo, puesto que atendemos asuntos ante los dos órganos que requieren en algunas ocasiones la presencia de los mismos funcionarios, sin contar con que la preparación y el trabajo previo a las audiencias también se dificulta.  

Por último, agradecemos la colaboración y el ánimo constructivo que el personal de la Secretaría ha demostrado en su trabajo con esta delegación. Muchas Gracias

Washington, 15 de abril de 2005
INTERVENCIÓN DE LA MISIÓN PERMANENTE DE 

LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

La Delegación de Venezuela agradece al Embajador Alberto Borea Odria la inclusión en la agenda de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, la presentación del Informe Anual 2004 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

En ese orden, quisiéramos agradecer la intervención efectuada por el Dr. Clare k. Roberts, como nuevo Presidente de la Comisión Interamericana, así como la precisión por él efectuada  acerca de la autoría del Informe Anual. Agradecemos igualmente la presencia de los funcionarios de la Secretaría de la Comisión que se encuentran en la sesión de hoy.  

Nuestra Delegación, desea expresar al Comisionado Roberts su complacencia por verle   presidir la Comisión Interamericana. Estamos seguros que su experiencia y  altas cualidades personales le permitirán conducir con sabiduría este importante órgano del sistema interamericano de derechos humanos. Hacemos votos para que su mandato  como Comisionado sea prorrogado, durante la próxima Asamblea General, a efectuarse en junio de 2005. 

Señor Presidente, en nombre del Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, deseamos resaltar  nuestro respaldo al sistema interamericano de derechos humanos, como mecanismo subsidiario de los sistemas nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos. Nuestro Gobierno desea en esta oportunidad reiterar su completo apoyo  a la Convención Americana de Derechos Humanos, por cuanto es el marco jurídico que delimita la responsabilidad de  los Estados y de los órganos del sistema para la promoción, respeto y protección de los derechos humanos. 

Observaciones al Informe Anual.

Nuestro Gobierno comparte la preocupación de quienes creen en la necesidad de impulsar un Proceso de reflexión sobre el Funcionamiento del Sistema de Derechos Humanos. Durante estos años, hemos hecho fuertes cuestionamientos, de carácter  constructivo, por el proceder de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Hemos planteado, y continuaremos planteando, la necesidad de que la Comisión  revise y rectifique públicamente el comportamiento que tuvo este órgano en las diversas etapas del Golpe de Estado contra el Gobierno legítimamente electo del Presidente Hugo Chávez Frías. En esos aciagos momentos, advertimos a la Comisión sobre la situación existente en el país y cómo sus comunicados de prensa  estaban siendo utilizados por quienes fomentaban la desestabilización de nuestra democracia incitando a la violencia y la intolerancia, hasta crear las condiciones para  el Golpe de Estado. Incluso, el 13 de abril, en horas de la mañana, altos funcionarios públicos del Presidente Hugo Chávez informaron sobre la grave situación de violación de derechos humanos y de desaparición del Estado de Derecho como la disolución por parte de Carmona Estanga, -presidente de junta golpista- de las institucionales democráticas. Sin embargo, a pesar de ello, la Comisión interamericana negó las medidas cautelares para proteger la vida del Presidente Hugo Chávez Frías y sus Ministros.  Posteriormente, durante la visita In loco que efectuó la CIDH a Venezuela, por  invitación expresa del Presidente de la República, en 1999, la CIDH continuo actuando con una posición sesgada y altamente politizada, claramente orientada a desconocer los avances y esfuerzos que el Gobierno venezolano concede a la protección de los derechos humanos. El informe de Seguimiento publicado por la CIDH contiene los mismos vicios, procedimentales  y de fondo del Informe de la visita In loco.

Hemos de señalar, en descargo, que el trabajo del Comisionado Paulo Sergio Pinheiro, Relator para  Venezuela le imprime un sello distinto, profesional y respetuoso. De la misma manera el  trabajo del nuevo Presidente de la CIDH, Dr. Clare K. Roberts y de otros miembros de la Comisión.   

Sin embargo, tenemos por delante un largo  camino por andar, con la Comisión.  Venezuela  necesita que la CIDH revise y haga una rectificación pública de su posición. El “legado” recibido por el Dr. Clare K. Roberts es un reto a superar, pero  tenemos la certeza que lo hará de la manera responsable y transparente. Sus altas credenciales personales, profesionales y morales así lo confirman. Los Informes “heredados” por el Dr Roberts tienen la marca de una Comisión que tuvo una orientación sesgada y parcializada, en el pasado reciente. Por ello ese órgano perdió legitimidad.   El Estado venezolano, de acuerdo a la Constitución Nacional tiene como mandato fundamental garantizar  los derechos humanos de todos sus ciudadanos. El Gobierno del Presidente Hugo Chávez Frías,  promotor de esa Constitución, ha puesto en prácticas políticas, programas y diversas iniciativas dirigidas a  garantizar plenamente los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de cada venezolano. Este compromiso del Presidente Chávez ha sido ampliamente  reconocido por el pueblo venezolano: el soberano. Prueba de ello,  el inmenso respaldo  popular que  tiene el Presidente y su Gobierno.

1. En el capítulo I, Volumen I del Informe referido a “La legitimidad del sistema y la prudencia necesaria” se hacen afirmaciones  que exige respuesta o comentarios  por  los Estados:

· No estamos conteste con la afirmación acerca de la legitimidad del sistema interamericano versus la debilidad de las instituciones nacionales de protección. Es una afirmación ligera, que no se detiene a preguntar las causas de la supuesta debilidad institucional de los Estados y las consecuencias que esta tendría. No entendemos el llamado de “prudencia” que en este capítulo se hace, para qué y para quienes.

· No compartimos el criterio del supuesto papel “político” de la CIDH. La función de la CIDH esta claramente definida en la Carta de la OEA y en la Convención Americana de Derechos Humanos. Su papel el promover y proteger los derechos humanos en el marco de las disposiciones de la Convención. 

· Reacción rápida y eficaz. No debe la CIDH  continuar incursionando en áreas de carácter político. No debe continuar por ese camino.  Su actuación esta enmarcada y debe estar enmarcada en procedimientos ya establecidos por la norma.  A menos que se modifique la Convención Americana de  Derechos Humanos. Este órgano debe afianzar su trabajo de promoción de los derechos humanos. Por cierto, es una de las debilidades de dicho  órgano.

· Vinculación Democracia y Derechos Humanos.  Los Estados Miembros se rigen por los principios establecidos claramente en la Carta de la OEA. Uno de sus principios es la promoción de la democracia representativa  respetando el principio de No Intervención. Debe incluirse además, lo señalado en el párrafo anterior sobre la funciones de la Comisión en el marco de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

· Cumplimiento de las decisiones de los órganos por parte de los Estados. Es contradictorio y sorprendente la opinión de la CIDH respecto a cómo los Estados deben cumplir con sus compromisos. Ni la Carta de la OEA ni  la Convención Americana tienen normas  supranacionales que otorguen facultades a los órganos políticos de la OEA para actuar por encima de la voluntad soberana de los Estados. Esto quiere decir que ningún órgano de la OEA tiene facultades para monitorear o crear mecanismos colectivos del cumplimiento de los Estados de las decisiones y/o recomendaciones de la Corte y la CIDH.  Simplemente los Estados deben cumplir con sus compromisos en esta materia, tomando en cuenta su ordenamiento interno y  las normas  establecidas por la Convención. De la misma manera, la Convención Americana obliga a  la CIDH y la Corte a actuar acorde con estas normas. 

· Respecto a la independencia y la “autonomía” de la CIDH. Necesario es recordar dos aspectos fundamentales: a) Según la Convención, la Comisión esta compuesta por  siete comisionados y, la independencia de estos  deriva de su elección a título personal. b) La Carta de la OEA y la Convención Americana no confiere estatus de “autonomía” a la CIDH por cuanto la Convención estableció que esta sería apoyada por una  unidad administrativa de la Secretaría General. Llama la atención que se utiliza el argumento de la autonomía dependiendo de las circunstancias. Durante el año 2004, cuando un alto funcionario de la secretaria ejecutiva fue acusado ante el Tribunal Administrativo de la OEA por violar, supuestamente, los derechos humanos de una profesional de la CIDH, no se utilizo el argumento de la “autonomía” para enfrentar la demanda. El Tribunal Administrativo, tomando como marco las normas de la OEA sobre la Secretaría General y las Normas de Funcionamiento proceso la demanda contra el Secretario General de la OEA, quien no era  exactamente la persona imputada.  

2. Volumen II:  Incumplimiento de las norma procesal por la CIDH.- 

· En relación al Informe sobre Venezuela, nuestra Delegación se permite reiterar el respeto del Estado venezolano a sus compromisos internacionales de derechos humanos, siempre que las recomendaciones de  la CIDH,  se adecuen a las normas establecidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El Informe sobre Venezuela a que hacemos referencia se deriva del elaborado por la Comisión luego de la visita In loco. El Estado en diversas ocasiones, expresó su absoluta inconformidad con la actuación de la CIDH en dicho momento, así como el “procedimiento” utilizado en la elaboración de las Observaciones preliminares y el Informe final. La Comisión tiene que revisar su proceder. No tiene facultades para emitir opiniones o supuestos políticos, inducidas o no,  sobre las institucionales nacionales. Su competencia esta delimitada a indicar, las violaciones a los derechos protegidos, de manera especifica, tal y como lo establece la Convención Americana de Derechos Humanos.

· Resulta inconcebible que la Comisión Interamericana insista en pretender ejercer jurisdicción sobre los temas de derechos humanos en Cuba. Reiteramos la posición sostenida por nuestro Gobierno en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos: Cuba fue expulsada de la Organización, por lo que resulta un contrasentido jurídico incluir en su Informe Anual alguna referencia a este país. Nuestra Delegación solicita a este órgano abstenerse de continuar incluyendo el tema en su Informe Anual. Igualmente reiteramos nuestro rechazo a que la Comisión continúe elaborando opiniones políticas  para la cual no esta facultada, particularmente cuando se refiere a promover: “la instauración de un proceso de transición política pacifica en ese país”.  Es un derecho inalienable del pueblo cubano decidir su destino y es contrario a los principios que rigen a la OEA las categóricas afirmaciones de este órgano sobre la República de Cuba.  

3. Volumen III: Libertad de Expresión. 

En su capítulo II, la CIDH presenta un  resumen sobre la “situación” de Libertad de expresión en cada país, incluido Venezuela. En realidad se trata de un listado de supuestas violaciones del derecho protegido, en la cual no distingue si la violación –supuesta-fue cometida por algún funcionario de  Estado y en las condiciones en la cual se sucedieron tales situaciones.  

· Párrafo 176. Extraña que la CIDH no registre que la Defensoría del Pueblo expresó que el Informe Anual, una vez publicado, está al alcance de todo el público, como es la práctica de todas las instituciones.

· Párrafo 177. No señaló la CIDH que La Ley del Periodismo vigente en Venezuela fue elaborada y es defendida por los propios comunicadores sociales venezolanos que impulsaron su aprobación para defender su profesión.

· Párrafo 178. Qué trata de demostrar la CIDH con ese párrafo. Interpretamos que los venezolanos aspiran a que la información se transmita como lo establece la Constitución Nacional: veraz, imparcial y oportuna.   

· Párrafos 179 y 180. Se reitera lo expresado en diversas oportunidades, la Ley de Responsabilidad Social de Radio y TV no tiene como objeto establecer censura previa. Esta Ley se atiene estrictamente al ordenamiento interno en la materia y a las disposiciones contenidas en la Convención Americana de Derechos Humanos. Como siempre el tono sesgado y parcializado de la CIDH respecto a la Ley, no señala que las sanciones son de carácter administrativas y se ajustan plenamente al principio de proporcionalidad.

·  Párrafo 181. Es obsceno el planteamiento de la CIDH en este punto. El tratamiento que da es de total negligencia e irresponsabilidad al desconocer la gravedad del hecho respecto a la incursión de los paramilitares en el territorio nacional, obviando las disposiciones específicas de la Convención Americana respecto a la protección de la seguridad nacional parte de los Estados.  Incluso, desconoce que los responsables del canal televisivo reconocieron el respeto con el cual había actuado el Estado. 

· Párrafos 182 hasta 202. En estos párrafos, una vez más resalta el sesgo de la CIDH con respecto al Gobierno Nacional. Generaliza la CIDH respecto a la situación que enfrentan quienes trabajan en los medios de comunicación cuando asisten  a manifestaciones. De 20 situaciones que reporta, solo en tres oportunidades es cuando  se menciona a funcionarios policiales  como responsables de hechos de violencia.  Es particularmente llamativo que la CIDH no reconozca trabajo de la Fiscalía General al dictar estas medidas de protección. Además, habiéndose activado el sistema nacional de protección, por qué interviene –inadecuadamente- la CIDH.

· Párrafos del 203 al 207. Llama la atención que la CIDH  no reconozca  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, como un derecho legítimo. Las personas difamadas, y particularmente los funcionarios públicos, no tienen, a criterio de  este órgano,  derechos como todas las demás personas y no deben –según ese criterio- optar por la protección que les concede las leyes nacionales –responsabilidades ulteriores- y los instrumentos internacionales para su defensa.  
· Párrafos 208 y 209. Exactamente igual a los párrafos mencionados anteriormente. La CIDH irrespeta las normas de la Convención Americana de Derechos Humanos y la legislación interna de los Estados Miembros.

En los capítulos V y VII la Comisión aborda los temas sobre la concentración de los medios de comunicación y respecto a la apología del odio y la incitación a la violencia. Nuestra Delegación, durante los últimos años, ha planteado en reiteradas oportunidades, a la CIDH, la necesidad de abocarse a estudiar estos aspectos que sin lugar, a dudas, afectan la libertad de expresión. Luego de analizar detenidamente los mismos, entiende que deben continuar avanzado los estudios sobre ambos temas por parte de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos.   
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